Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Así se hace a la hora 16 y 22 minutos) 


- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social tiene el gusto de recibir a los delegados de la Coordinadora de Jubilados y 
Pensionistas del Uruguay y a los miembros de la Asociación de Jubilados de la Industria Frigorífica. 


Si están todos de acuerdo, para ordenar la reunión, vamos a referirnos primero al tema que solicitaron tratar los jubilados y 
pensionistas y luego al asunto específico de la industria frigorífica. Quizás antes de pasar al segundo tema algún señor o señora 
Senadora plantee preguntas con respecto a lo informado. 


Les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR MORALES.- Agradecemos la invitación que nos han cursado. Realmente, estábamos preocupados porque hacía algunas 
semanas habíamos solicitado esta audiencia y hubo algunos malentendidos, pero por suerte pudieron recibirnos en la tarde de hoy. 


Hace alrededor de dos semanas concurrimos a la Comisión de Hacienda de esta misma Cámara, en ocasión de discutirse el 
proyecto de ley de Estabilidad Fiscal -para nosotros es de inestabilidad fiscal- y allí explicamos a los señores Senadores 
integrantes de esa Comisión los graves perjuicios que esa ley traería para los jubilados, que se agregarían a los que 
desgraciadamente ya venimos sufriendo desde hace muchísimos años en este país. 


Solicitamos una entrevista en esa Comisión por este tema debido a que, en la alocución del señor Presidente de la República del 
12 de mayo, se nos había pedido que hiciéramos sacrificios. Nosotros demostramos que un sector de la sociedad tan sensible 
como el de los jubilados y pensionistas ya no podía hacer más sacrificios, porque ya los había hecho todos, empezando con el de 
entregar los mejores años de su vida al servicio del país a través del trabajo. Adjuntamos a un material que vamos a dejar a los 
señores Senadores, una copia de la versión taquigráfica de lo que dijimos en la sesión de la Comisión de Hacienda, para no repetir 
lo que ya señalamos. 


Hoy queremos hablarles sobre un tema que va a ahondar más, si se quiere, los tremendos perjuicios que estamos teniendo los 
jubilados y pensionistas por las políticas que se están aplicando. 


En la sesión del Directorio del Banco de Previsión Social del día 28 de mayo próximo pasado, se tomó una medida que afectó 
sensiblemente -aunque nadie quiera creerlo- aún más los derechos de los jubilados y pensionistas, y también los derechos de los 
trabajadores del Banco de Previsión Social. Por eso nos tomamos el atrevimiento de invitar al compañero Presidente del gremio de 
la ATSS. Si bien las consecuencias pueden ser distintas, las causas y perjuicios que ellos van a sufrir son los mismos que hemos 
tenido nosotros. 


Más allá de que recordamos que hace algunos años a un Director representante del Partido Nacional le costó el puesto haber 
votado a favor de que los pagos en las agencias del Banco de Previsión Social se pudieran tercerizar o privatizar, hoy nuevamente 
nos encontramos con que los representantes políticos que pertenecen a los dos partidos viejos de nuestro país resolvieron, en la 
sesión que mencionaba, comunicarnos, a través de los recibos, que a partir del mes de junio vayamos eligiendo lugar para cobrar 
porque los últimos 50.000 jubilados y pensionistas que cobrábamos en la sede central del Banco de Previsión Social no vamos a 
poder hacerlo más allí a raíz de una resolución que suprime totalmente los pagos en el local del organismo a partir de setiembre. El 
argumento que nos dan para no pagarnos las pasividades en estos locales es que es muy caro, ya que se gasta mucho en la 
contratación del Servicio 222, en limpieza y en distintos servicios necesarios. Nosotros no estamos de acuerdo con esto, porque 
hicimos cálculos de lo que le cuesta al Banco de Previsión Social hacer que los jubilados y pensionistas cobremos nuestras 
pasividades en los locales tercerizados o privatizados, y según las cuentas que tenemos, el costo que tiene el pago de cada recibo 
fuera del Banco de Previsión Social es de alrededor de U$S 2. 


Este no es el único problema que trae consigo la supresión de los pagos de esas últimas 55.000 pasividades que quedan en el 
organismo; hay otro tipo de perjuicios. Queremos detenernos en este tema porque, muy fríamente, los señores Directores y la 
señora Gerente General calculan cosas que para el mundo pueden ser chicas, pero para el espectro de los jubilados y pensionistas 
son grandes, como, por ejemplo, la incomodidad de los locales tercerizados. Hemos realizado visitas a los lugares de pagos y nos 
hemos encontrado con que en verano, en lugares como la sucursal del Banco de la República del Cerro, la gente se caía 
deshidrata porque tenía que hacer cola al rayo del sol. Imagínense por un momento en la crueldad del invierno y en gente mal 
alimentada, enferma y de avanzada edad que se va a ver perjudicada porque la cantidad se va a incrementar en 50.000 personas. 
Piensen -y lo digo con total respeto- en sus seres queridos mayores que tienen que ir a esos lugares. 


Otro tema importante es la falta de baños, en locales totalmente inadecuados. Es una edad en que, por problemas fisiológicos, la 
gente precisa de esta comodidad. Otro tema es la inseguridad que hay en los locales de Abitab; no tienen problemas con el 
Servicio 222 porque no lo ponen y dejan al jubilado librado a su suerte. Muchas personas mayores tienen problemas de salud y van 
a sufrir las inclemencias del tiempo. Además, hay cosas que tienen que ver con lo afectivo, con la idiosincrasia de los uruguayos, 
porque al no estar concentrados en nuestras fuentes de trabajo y estar diseminados a lo largo y ancho del país, qué cosa más linda 
y hermosa cuando llega el día de cobro y nos encontramos con nuestros viejos compañeros, con los que compartimos gran parte 
de nuestras vidas. O sea que también nos van a quitar eso tan lindo, aparte de todo lo que nos han quitado, de pagarnos pensiones 
y jubilaciones miserables en la enorme mayoría de los casos, de descontarnos para viviendas que no aparecen, de condenarnos a 
no poder atender nuestra salud, porque los cuarenta mil y pico de compañeros que tienen paga la mutualista, con lo que nosotros 
aportamos, desgraciadamente no les sirve para nada porque no pueden pagar el costo de los tickets. De modo que a todos esos 
problemas le agregan éste, que es de tipo afectivo y que en la tercera edad son cosas que tienen que ver con los sentimientos, con 


el corazón, como es encontrarnos con aquellos con los que compartimos quizás más horas que con nuestros seres queridos. No 
podemos creer que haya tanta insensibilidad en los gobernantes, que le pongan precio a estas cosas. 


Nosotros desmentimos categóricamente el hecho de que sea caro pagarle a los jubilados en el Banco de Previsión Social. Acá se 
quiere favorecer a algunos amigos que son dueños de los locales tercerizados y de rebote cayeron algunos organismos públicos. 
Lo sabemos a ciencia cierta, porque cuando quisimos movilizar al comercio, nos encontramos con grandes consorcios que se 
oponían a que los comerciantes se sumaran a nuestros reclamos. Los comerciantes de la zona del Banco de Previsión Social se 
van a ver afectados porque hay 50.000 jubilados que son 50.000 posibles clientes. Por lo tanto estos comercios, que ya vienen 
sufriendo mucho por la situación económica de nuestro país, se van a ver seriamente perjudicados. Me refiero tanto a los 
trabajadores formales como a los informales, y también a los trabajadores del transporte que van a tener 50.000 viajes menos de 
ida y vuelta, que se convierten en 100.000. Hay miles y miles de personas que se van a ver afectadas por esta decisión arbitraria 
de los Directores políticos del Banco de Previsión Social. 


SEÑOR BRAUSE.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR MORALES.- Discúlpeme, pero preferiría que se me permitiera terminar. 


Como decía, señor Presidente, se nos pide que hagamos sacrificios y no sabemos qué es lo que quieren, qué otros sacrificios 
tenemos que hacer. Optamos por ir a cobrar al local del Banco de Previsión Social, porque los 50.000 jubilados que quedamos en 
el organismo no queremos ir a los locales tercerizados por todas las razones que dimos. Rechazamos y repudiamos las medidas 
propuestas por el Directorio del Banco de Previsión Social. Reclamamos a esta Comisión, y a través de ella al Parlamento que es 
uno de los tres Poderes pilares de nuestra democracia, que los señores Directores políticos revean esta situación, que lo único que 
acarreará será serios perjuicios para decenas de miles de personas. Digo esto porque no se trata sólo de nosotros, es decir, los 
jubilados y pensionistas, sino que también están involucrados los trabajadores del Banco de Previsión Social, a cuya problemática 
aludirá uno de los compañeros que nos acompaña. Entonces, reitero, formamos parte de esto, tanto los jubilados y pensionistas 
como los miles de trabajadores que viven de los pagos en el local central del Banco de Previsión Social. 


Señores Legisladores: desconocemos si están al tanto, pero nos han contado que hace mucho tiempo, militantes de izquierda 
estaban recorriendo el pueblo de Tala pidiendo a la gente que los acompañara con su voto, y en oportunidad de visitar la casa de 
una señora muy anciana, ésta les respondió que no les iba a dar su voto porque un doctor del pueblo le había dicho que si ganaba 
la izquierda en el Uruguay, los iban a degollar y a tirar al mar. En los tiempos que corren esto puede resultarnos un disparate, pero 
estas cosas ocurren aún hoy en el país. ¿Pero saben una cosa, señores Legisladores? En el supuesto caso de que esto hubiera 
ocurrido, hubiera sido mucho, pero mucho menos cruel que esta muerte lenta a que están condenando a los jubilados y 
pensionistas en el Uruguay. 


Hasta el momento, he hecho una breve síntesis de los problemas que todo esto nos acarrearía y considero que es momento de 
ceder el uso de la palabra. 


SEÑOR BRAUSE.- Hemos escuchado con mucha atención -como es nuestra costumbre- a quienes nos piden entrevistas. y la 
presente no podía ser una excepción. Sin embargo, me ha asaltado una preocupación, por alguna denuncia que he escuchado de 
quien hizo uso de la palabra. Esta, por otra parte, ha sido velada, porque no ha identificado el eventual delito y a los que serían los 
responsables de él, al decir que al trasladarse el lugar de cobro a otra zona hay intereses involucrados. No ha mencionado, repito, 
cuáles son los intereses y las personas involucradas en esa situación. A lo largo de su exposición, nuestro visitante claramente ha 
estado aludiendo a quienes dirigen al Banco de Previsión Social identificados con los Partidos, uno de los cuales estoy 
representando en el Parlamento. Por ello, no puedo dejar pasar en silencio ese tipo de acusaciones veladas sin que se especifique 
claramente cuál es la acusación y quién es el incriminado. De lo contrario, me veré en la obligación de rechazar ese tipo de 
manifestaciones. 


SEÑOR MORALES.- Pienso que el señor Senador Brause es mayor que quien habla, conoce a nuestro país tanto como nosotros y 
sabe cómo opera ese tipo de cosas. Sabe y conoce bien cómo se opera en estas situaciones. Las pruebas no las tenemos, pero 
saltan a la vista. 


SEÑOR BRAUSE.- Preferiría que el señor Morales se dirija a la Mesa y no me involucre en estas cuestiones. 


SEÑOR RODRIGUEZ.- Señores Legisladores: no es la primera vez que concurrimos a este recinto y tenemos muchos años de 
entrevistarnos con ustedes a los efectos de plantear la problemática del colectivo que representamos. 


Desde el año 1984, estamos al frente del Movimiento de Jubilados y Pensionistas y, evidentemente, al denunciar esto lo hacemos 
porque consideramos que se conoce por parte de los Directores políticos -no de los sociales- muy poco de la sociología de la vejez. 
Decimos que la persona mayor tiene una característica muy particular en todo orden de la vida y merece que se le respete. Incluso, 
en este tiempo de la tecnología moderna, cuando los cambios son tan bruscos y rápidos, todo se nos hace muy difícil. Al respecto, 
nos preguntamos cómo van a hacer los viejitos jubilados cuando suban al ómnibus y deban abonar con la "tarjeta inteligente". 


Entonces, lo que pedimos es respeto por la persona mayor que está habituada -tal como lo manifestaba el señor Morales- a que el 
día de cobro sea un día de fiesta. Incluso, al día siguiente del cobro, el jubilado dice: "¡Qué difícil es pasar los últimos 30 días de 
cada mes!", y lo hacen, repito, porque el día de cobro es de fiesta; paga todas las deudas y nuevamente comienza a sufrir. Además, 
en el Banco de Previsión Social el jubilado se encuentra con sus compañeros de trabajo y viejos amigos, lo que lo convierte en un 
día muy particular. Hoy en día, que 50.000 personas cobren en el Banco de Previsión Social, se debe a que muchos jubilados, a 
quienes les correspondía cobrar en agencias del organismo en Goes y Paso Molino, no quisieron hacerlo en agencias privadas y 
los obligaron a hacerlo en la casa central. Ahora, compulsivamente -y esto hay que decirlo- se le impone a la persona mayor que 
busque dónde quiere cobrar. 


Existirían otros inconvenientes que esta situación acarrearía a los jubilados y pensionistas. Como los señores Senadores saben, 
UTE, OSE, ANTEL, etcétera, vencen aproximadamente el 10 u 11 de cada mes. Entonces, estas 50.000 personas que 
posiblemente cobren los primeros días de pago -es decir, el 6, 7 u 8- al hacerlo en un local de Abitab o en el Banco República, no lo 
harían en la misma fecha, porque serían colocados al final ya que vienen a engrosar las listas ya existentes. Entonces, me 


pregunto, ¿cuánto van a tener que pagar de multas y recargos? Todo esto, en la persona mayor ocasiona un gran problema que 
humanamente hay que comprender y entender. 


Cabe recordar al Gobierno, que está pidiendo economías, que sale $ 17 más IVA cada recibo que paga Abitab, ANDA o el Correo. 
Se abona casi $ 22 por recibo, ya sea que se cobre $ 30.000 o $ 40.000 de jubilación o $ 100 de pensión. Económicamente, quien 
tiene la estructura es el Banco de Previsión Social, que cuenta con los funcionarios que en su origen integraban la Caja de 
Jubilaciones. Allí el dinero se guarda en forma más segura que en el Banco de Pando o en otros que son permanentemente 
asaltados. Esto determina que no existe justificación para que se cambien los lugares de cobro. 


Hasta ahora, todos tuvieron la opción de elegir dónde les resultaba más conveniente aunque gradualmente se fue llevando al 
cambio para, en definitiva, darse ahora este "mazazo". En este sentido, me pregunto si el Directorio se ocupó de averiguar cuántos 
comercios se van a fundir al perder esos clientes que salen con el dinero del Banco de Previsión Social directamente a comprar allí. 
¡loda esta recaudación se la perderá el organismo! ¡Después decimos que no tenemos ingresos, cuando nosotros mismos 
buscamos que esto suceda! 


Hace poco, en Madrid se realizó la Segunda Conferencia Mundial sobre el Envejecimiento, lo que me lleva a plantear, en su 
homenaje y en su honor, que respetemos y nos preocupemos más por la gente mayor, y que actuemos en función de esa gente 
que dio todo lo que pudo durante su vida y que ahora, después de viejos, merece una mejor atención. 


SEÑOR BERTONI.- No nos vamos a referir a la problemática de compañeros y compañeras afectados a los pagos aunque, por 
supuesto, es un tema que nos importa ya que hay más de cuarenta compañeros directamente implicados en esa tarea. Sin 
menospreciar a nadie, quiero decir, además, que se ha comprobado que los mejores cajeros en el pago de jubilaciones son los del 
Banco de Previsión Social. Además, hay alrededor de doscientos compañeros que trabajan en vinculación con el sector pagos, y no 
se sabe qué va a pasar con ellos. 


De todas maneras, estamos discutiendo un convenio con el Directorio y esperamos llegar a un arreglo para que no se afecte la 
situación laboral y salarial. 


Queremos hablar del tema de fondo. Tal como lo pueden haber visto los señores Senadores, la ATSS desde hace unos veinte días 
-o sea, desde que alguno de nosotros volvimos a la actividad- ha puesto como uno de los centros de su campaña, no sólo la 
posibilidad de evitar lo que aquí se ha denunciado, que es lo que pasaría a partir de setiembre, sino también la idea de revertir lo 
que pasó en el año 2000. 


A esos efectos, voy a empezar por referirme al futuro. El compañero Morales explicaba que, según la resolución del Directorio, si no 
logramos revertirla, a partir de setiembre cincuenta mil jubilados y pensionistas dejarían de cobrar en la Agencia Central, tal como lo 
están haciendo ahora. 


Asimismo, se eliminaría el pago a domicilio. Entre estos usuarios se encuentra la madre del señor Presidente de la República, la 
madre del doctor Lacalle -a quien le planteamos este tema en una entrevista el día lunes- y la madre del doctor Volonté, así como 
muchas mamás y papás de seres humanos tan honorables como los que he nombrado, pero que no son conocidos porque no han 
sido dirigentes políticos. ¿Quiénes son los que reciben el pago en el domicilio? Son personas muy enfermas, y al no tener más esta 
forma de pago, van a tener que nombrar un apoderado para que les vaya a cobrar a algún Abitab o a alguno de los Bancos que se 
manejan. Seguramente, muchas de estas personas, las que estén en peores condiciones mentales y físicas, van a tener dificultad 
para dar estos pasos. Sin embargo, este es el futuro que se avecina. 


Ahora bien; lo que está planteado lo vinculamos con lo anterior. Pero vamos a hacer un pequeño paréntesis. Se nos habla del tema 
del ahorro. Precisamente, vamos a demostrar que con esto no van a haber ahorros, sino mayores gastos. Nos llama la atención - 
esto también lo dijimos en la reunión que tuvimos el lunes pasado con el doctor Lacalle y en la que mantuvimos hoy con el 
Directorio para tratar otros temas- que no se hable de lo que nosotros hemos dado en llamar "la segunda Torre de ANTEL"”. En este 
país hemos hablado mucho de la Torre de ANTEL, tal vez porque la vemos, pero no hacemos lo mismo con esa especie de "Torre 
de ANTEL" que voy a nombrar. Desde el año 1995 en adelante, los gastos fueron: IBM U$S 30:000.000; Consorcio Integris U$S 
25:000.000; Algar Bull U$S 2:000.000; dos empresas más U$S 1: 000.000 y el convenio con el PNUD U$S 30:000.000. 


Producto del recorte de gastos, se acaba de suspender la adjudicación de una Reingeniería de ATYR para la empresa IBM, que 
tendría lugar en febrero de 2003 y que implicaría U$S 40:000.000. Si sumamos los U$S 50:000.000 que costó la implementación 
de la ley del famoso plan de calidad, en el Banco de Previsión Social, desde 1995 a la fecha, se han gastado casi U$S 
180:000.000. Si no estoy mal informado, esa cifra es mayor a lo que costó la Torre de ANTEL; mucho se ha hablado de esa Torre, 
pero de este tema no se dice nada. 


Otro asunto central para nosotros es el de la libertad de los jubilados y pensionistas. Uno de los argumentos que se planteaba es el 
del ahorro del gasto del Servicio 222. Si se analiza desde el punto de vista del Estado, el Banco de Previsión Social va a ahorrar el 
pago del Servicio 222, pero el Ministerio del Interior no va a recibir lo que le paga el Banco de Previsión Social por ese concepto. 
Entonces, eso va a figurar como ahorro en una planilla y como pérdida en otra. 


Según las cuentas que hemos hecho, sobre la base de lo que establece el convenio con el Banco de la República, habría 0,07 
Unidades Reajustables por transacción, o sea, por recibo, más IVA. En el caso de las Abitab, 0,083 Unidades Reajustables más 
IVA. Estimamos que sin contar esta decisión que, de adoptarse, afectaría a cincuenta mil jubilados y pensionistas sólo en 
Montevideo, el Banco de Previsión Social por año estaría gastando U$S 4:000.000. Esto ocurriría en momentos en que se habla de 
ahorro. 


¿Cuál es la realidad que tenemos en el interior del país donde ya pasó esto? Para nosotros es algo simbólico. Como puede verse 
en el material que trajimos, en la foto de abajo aparece el local de pago del Banco de Previsión Social de Rivera, sin gente; 
seguramente quienes han estado allí lo conocen. Quiero agregar que este local se empezó a construir siendo el señor Saldain 
Presidente y se entregó siendo el señor Ricardo Romero Barcia Presidente. En esta otra foto, puede apreciarse el local con los 
jubilados. Esto fue hasta el año 2000, o sea, hasta cuando tenían libertad de elegir donde cobrar. Desde el año 2000, esos mismos 
jubilados están cobrando en el local que figura en esta foto. Podríamos seguir mostrando fotos, por ejemplo, del local de Melo, que 


no tiene baños para el público ni acceso para discapacitados. Asimismo, el local de Salto tampoco tiene acceso para 
discapacitados. 


Esta es la realidad del país en los últimos dos años. Los jubilados, que tenían su casa, cobraban en locales propios del Banco de 
Previsión Social, salvo en Tacuarembó donde se alquilaba un local en $ 11.000, que luego se devolvió, pero podría entenderse que 
eso no significó un ahorro formidable. 


¿Qué es lo que queremos destacar? Tal como lo hicimos en la entrevista con el doctor Lacalle, decimos que cuando el tema del 
cierre de los locales del interior se trató en el Directorio del Partido Nacional -aclaro que no soy adherente de ese Partido- ese 
Directorio optó, tal vez, por la mejor solución, que era la de darle libertad al jubilado. Esto es, que si quiere cobrar en un local de 
Abitab lo pueda hacer; lo mismo si quiere cobrar en ANDA, en el Banco de la República o en el Banco de Previsión Social. 
Precisamente, como dice el doctor Tarigo -jubilado que sigue cobrando en el Banco de Previsión Social, o sea, está dentro de los 
cincuenta mil a que hicimos referencia- "Sigo cobrando acá, porque es la casa del jubilado". 


En aquel momento, el Directorio del Partido Nacional optó por una solución que, inclusive, le costó el puesto al Director Risso, 
porque fue en contra de ella. Nosotros estamos promoviendo que se retome un proyecto de ley que se confeccionó en la Cámara 
de Representantes en el año 2000, que no llegó a ser sancionado y que establece, precisamente, la posibilidad de que los jubilados 
y pensionistas elijan dónde cobrar. 


Sabemos que se ha promovido una encuesta por parte de la señora Gerente General del Banco de Previsión Social, según la cual 
el 92% de los jubilados y pensionistas están muy conformes con el pago en los nuevos locales del interior. Sin embargo, nosotros 
tenemos los datos que hemos recabado en nuestras recorridas por el interior -aquí hay Legisladores que recorren mucho el país- y 
sabemos que no fue casualidad que en el año 2000, cuando se estaba por concretar este sistema, en diez días se juntaran ciento 
cincuenta mil firmas de jubilados y pensionistas, de todos los lugares del país. Creo que si hoy se hiciera una encuesta, el resultado 
sería que el 50% de los jubilados y pensionistas del interior querrían volver al sistema anterior. 


Además, hay otro hecho que no se analiza: el jubilado sigue yendo al Banco de Previsión Social, porque aunque cobre en Abitab o 
en un Banco, si cuando recibe su recibo se da cuenta de que tiene que hacer alguna consulta para saber a qué se debe tal o cual 
descuento, se dirige a quien le pagó y éste le contesta que tiene que ir al Banco de Previsión Social. 


En el interior ocurren ciertas barbaridades. Por ejemplo, en Artigas el Banco de Previsión Social tenía contratado un viejo cine -que, 
como en muchos lugares del interior, no existe más- al que acondicionó como lugar de pago, pero a los tres meses lo cerró y ahora 
los jubilados están cobrando a la vuelta, en un pequeño local de Abitab. En ese caso, tienen que ir a la vuelta, pero en Montevideo 
muchas veces tienen que gastar dos boletos, porque cualquier consulta la tienen que hacer en el Banco de Previsión Social. 


Resumiendo: para nosotros hay un tema que tiene que ver con la libertad. En nuestra opinión, no se puede ahorrar en libertad, 
porque si hoy ahorramos en libertad, ya sabemos a dónde llegaremos, o sea, que mañana querremos ahorrar en democracia y ese 
tipo de elección también sale cara. Pienso que muchos de los señores Senadores coinciden con lo que estoy planteando. 


Entonces, para nosotros es una cuestión de respetar la libertad de los jubilados y pensionistas que quieren seguir cobrando en el 
Banco de Previsión Social porque los locales son mejores y porque ha sido la institución especializada en la materia y por algo 
existe. En tal sentido nos permitimos sugerir a la Comisión -la que luego, naturalmente, hará el análisis correspondiente- la 
posibilidad de que se vuelva a ubicar en el orden del día aquel proyecto que establecía esto que estamos diciendo: quien quiera 
cobrar en un lugar, que lo haga, respetando la voluntad de los que deseen volver al Banco de Previsión Social en el interior, así 
como la de los 50.000 de Montevideo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a pedir al señor Bertoni las fotografías, ya sea para adjuntarlas a la versión taquigráfica o para que 
obren en poder de la Comisión a los efectos de que al leerla se pueda identificar el tema. 


SEÑORA ARISMENDI.- Señor Presidente: no es una pregunta ni tampoco un aporte a un debate que no podemos dar aquí. 
Recuerdo que consideramos este tema -aunque no tengo presente si fue en esta Legislatura o en la anterior- en la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social. En todo caso se garantizó por parte del Directorio del Banco de Previsión Social a esta 
Comisión -y por lo tanto no se continuó con la posible legislación- el principio de libertad de opción de los jubilados. Recuerdo haber 
mantenido este mismo debate del que participaron aquí la Asociación de Jubilados y Pensionistas y el Directorio del organismo y, 
en el entendido de que era optativo, todos coincidimos en que cada jubilado elegiría su lugar de cobro. En virtud de que -como dije- 
no recuerdo la fecha en que se conversó sobre este tema por haber formado parte de la misma Comisión, solicitaría que se busque 
y se adjunte la versión taquigráfica correspondiente, independientemente de que los integrantes del Directorio hayan cambiado, ya 
que se supone que la institución es una sola. Insisto: en aquel momento el debate y la iniciativa legislativa se detuvieron, sobre la 
base de que se había asegurado la libertad de cada jubilado para ir a cobrar adonde quisiera, más allá de que todos estos 
elementos fueron presentados con mucha fuerza, tanto los de tipo económico para el organismo, como los que tienen que ver con 
la rapidez del cobro para los jubilados y los de tipo afectivo o de pertenencia. Con respecto a esto último creo que todos tenemos 
decenas de anécdotas para contar, empezando por nuestra casa, acerca de ese vínculo que se genera. 


Por otro lado, también influyen los aspectos tecnológicos y en este caso el temor a que los cajeros automáticos les retengan el 
dinero o la tarjeta. Reitero que existe un elemento de pertenencia muy fuerte. 


Pues bien, todos estos aspectos habían sido puestos sobre la mesa, y si buscamos en las versiones taquigráficas vamos a 
encontrar que el problema ya fue planteado y que en aquel momento existió una respuesta del Banco de Previsión Social en el 
sentido de que el jubilado tendría libertad de opción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señora Senadora: vamos a incorporar el material que usted propone y también lo solicitado por el señor 
Morales. 


El tema está claro y el planteo es absolutamente legítimo. 


SEÑOR RODRIGUEZ.- Deseo reafirmar lo que la señora Senadora Arismendi planteaba, a fin de aclarar un poco el panorama. 


Nosotros denunciamos que desde hace por lo menos dos años, las personas que se jubilan no pueden optar por cobrar sus 
haberes en la Caja Central. De hecho, en la oficina donde se les pregunta en qué local van a hacer efectivo el cobro, se les dice 
compulsivamente que en el Banco de Previsión Social no será posible; por tanto, tienen que elegir forzosamente entre Abitab, el 
Correo o el Banco. Esto quiere decir que no tienen derecho a optar. La señora Senadora recuerda nuestra participación aquí y el 
planteo que hicimos en el sentido de que el jubilado tuviera libertad de elección, pero para los nuevos jubilados, en la práctica, no 
hay posibilidad al respecto. 


SEÑOR MORALES.- Para finalizar con el tema planteado por la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, junto con 
los compañeros de la ATSS, queremos realizar algunas consideraciones. 


Muchos de los señores Legisladores hace años que ocupan sus bancas. De manera similar, también nosotros desde hace muchos 
años, antes en representación de los trabajadores activos y hoy de los jubilados, estamos permanentemente en contacto con las 
Comisiones del Poder Legislativo y por los despachos de muchos de ustedes haciendo reclamos por cosas que son elementales 
para nuestra vida. Ustedes saben que nunca nos hemos caracterizado por formular pedidos disparatados que no estuvieran al 
alcance del país; al contrario, cuando hemos tenido que poner el hombro y hacer sacrificios, lo hicimos con mucho gusto, no por 
algo abstracto sino por la gente, nuestra familia, nuestros amigos y la sociedad en su conjunto. 


Hoy les planteamos un tema muy sentido por el sector de jubilados y pensionistas, por una franja etárea de la sociedad uruguaya 
que en muchas oportunidades ha recibido un mal pago después de tantos años de trabajo y sacrificio, y a la que el país debería 
agradecer por lo que le dio durante décadas para que siguiera adelante. 


Sabemos que puede haber voluntad de remediar el problema, pero muchas veces con la voluntad no alcanza. Por eso les 
exhortamos a que realicen el esfuerzo posible, como uno de los Poderes del Estado, para que esta cuestión se revea. Mucha gente 
está sufriendo por toda la situación que planteamos anteriormente y pienso que no podemos hacerle eso a nuestros queridos 
viejos. Por lo tanto solicitamos una vez más a los señores Legisladores que consideren de nuevo estas intervenciones. 


Les aclaramos que no vinimos a pelear con ningún señor Senador; lejos de eso, la causa que nos trajo hoy aquí está muy por 
encima de rencillas personales o político-partidarias que podamos tener con alguno de ustedes. Tenemos la esperanza de que 
traten este tema con la misma sensibilidad con la que lo tratamos nosotros. Así, esperamos que el material que les entregamos sea 
estudiado y se busquen las formas que permitan que la mayoría del Directorio del Banco de Previsión Social revea esta resolución 
que, como bien decía el compañero Bertoni y nosotros en nuestra nota, devuelva a los jubilados la libertad de optar por el lugar 
donde quieren cobrar. 


En lo que tiene que ver con la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas, debemos decir que agradecemos mucho la oportunidad 
que nos ha brindado la Comisión de plantear estos problemas. 


SEÑOR BRAUSE.- En forma esquemática quiero adherir a las últimas manifestaciones del señor Morales en el sentido de que está 
en el espíritu de todos procurar buscar soluciones a este problema, que compartimos, sin un ánimo de discusión que involucre 
cuestiones políticas. Reitero que, desde ese punto de vista, adhiero plenamente a sus palabras. 


SEÑOR GARATEGUY.- Cumpliendo con la formalidad, saludo a los miembros de la Comisión y manifiesto que hemos reiterado la 
visita para tratar de considerar lo que ha sido, en un momento dado, el planteamiento a un problema que se gestó a partir de una 
resolución del Banco de Previsión Social que da carácter interpretativo a la Ley N* 16.194 -aprobada en el año 1991- que atendía la 
situación de los trabajadores de los ex frigoríficos Artigas y Castro. 


Como describe el memorándum que acabamos de repartir, en la oportunidad en que concurrimos a esta Comisión, dejamos las 
carpetas necesarias como para que los señores Senadores pudieran introducirse en el tema y, por ende, esperábamos que, con el 
correr del tiempo, se nos diera una respuesta sobre, por lo menos, una conclusión a la que hubieran arribado frente a lo que allí se 
señalaba. 


Como bien lo indica la documentación que aportamos en el día de hoy, la situación se ha agudizado de una manera preocupante. 
Debo señalar que nuestra Asociación y nosotros, como directivos, a partir de julio del año pasado tuvimos que hacernos cargo de 
varios problemas, y entre ellos de algo que representaba para los que desarrollamos esta actividad de trabajo, fundamental en la 
industria frigorífica, como era la recuperación del local de la Federación de la Carne, que hoy -en la legitimación de su propiedad- 
damos el dato que hemos acordado con el Ministerio de Educación y Cultura para que lo pudiéramos retener. 


Todo esto hace a un proyecto que estamos llevando adelante con mucho esfuerzo y enormes dificultades. Si alguno de ustedes 
tuvo oportunidad de concurrir a alguna de las instancias que hemos realizado, podrá ver el deterioro que se ha producido en el 
tiempo, lo que en la actualidad requiere que se haga un mayor esfuerzo para poder recuperarlo. 


Personalmente, creo que la mayor recuperación que podemos hacer recae en aquellos que desde hace prácticamente treinta años 
estamos luchando para lograr conquistas que respalden el vivir con dignidad sobre la base del trabajo. Las condiciones que se 
daban en aquellos tiempos eran otras con relación a un retiro digno. Evidentemente, en aquel momento los jóvenes trabajadores no 
nos preguntábamos adónde iban los aportes que nosotros realizábamos. En definitiva, sabíamos que se trataba de un aporte 
solidario y, por ende, ello determinaba que algún día nosotros también estuviéramos respaldados. 


Sin embargo, debido a las circunstancias que vivió el país, el personal que dependía laboralmente de EFCSA venía sufriendo, 
incluso, antes de que se concretara la dictadura. Actualmente, los directivos de esta Asociación de Jubilados nos encontramos con 
que las cosas que vimos decaer en el período de vinculación laboral que estamos señalando -fuimos despedidos en el año 1969, 
luego de la gran huelga de la industria- y que se pretendía recuperar con esfuerzo y movilizaciones e, incluso con muertes ilustres, 
-para quedar con un beneficio en relación a la carne- tuvimos que desarrollar una larga lucha. Allí vimos cómo decaían las bases de 
un relacionamiento normal en una sociedad que había demorado casi un siglo para establecer el respaldo a las instituciones, en 
función de los derechos adquiridos por los trabajadores, entre otros, el del trabajo. 


No preciso ahondar mucho en este sentido porque en la documentación se indica claramente cuál es nuestra opinión respecto al 
comportamiento de EFCSA en democracia. Allí se refleja muy claramente que su manejo empresarial no era de los más pulcros. En 
este sentido, los compañeros que continuaron trabajando en ese período -reitero que quien habla fue despedido en el año 1969 y 
retorné al Frigorífico Nacional en el año 1976- perdieron, cada vez en forma más grave, la posibilidad de respaldar su historia 
laboral. Entonces, una vez que la dictadura cerró las Cajas de Compensaciones, también se quedaron sin el respaldo que le podía 
otorgar la historia laboral relacionada con su ocupación en la industria frigorífica. 


Por otra parte, la interpretación de la Ley N* 17.061 actuó como un detonante de determinados niveles de perjuicios que se vienen 
produciendo a aquellos que quieren que se les reconozcan sus derechos y tener -como a otros, que lo han logrado- un retiro digno. 
Cabe aclarar que se trata de nuestros compañeros desde hace muchos años. Vemos la tremenda desesperación que campea 
alrededor nuestro por lo que, evidentemente, no podemos permanecer impasibles. 


En el memorándum se señala que queremos seguir creyendo en las instituciones y en quienes las representan y, en este caso, en 
quienes son los realizadores de las leyes y los encargados de hacerlas cumplir. Esa fue la razón por la que concurrimos aquí en 
una primera instancia. No pretendíamos que la Comisión, el Senado o la Asamblea General, diera un "tirón de orejas" al Directorio 
del Banco de Previsión Social para que reviera su posición. Sin embargo, sí pretendíamos que, en función de la responsabilidad 
que tienen sobre las leyes, se iniciaran gestiones que procuraran darle a nuestro planteamiento una respuesta, una consideración 
parlamentaria sobre la ley. Hasta ahora no la hemos obtenido. En el día de hoy, tuvimos que conformar esta delegación mixta, que 
compartimos gustosamente porque nos han ilustrado muchísimo sobre otros problemas que son de gran entidad y esperamos tener 
la suficiente fuerza como para ayudar a su resolución. Pero esta circunstancia se produce todos los viernes: en delegación, 
tenemos que concurrir con nuestros compañeros al Banco de Previsión Social, donde realizan las gestiones, a los efectos de 
resolver determinadas situaciones. 


En lo personal -lo compartimos con el compañero Héctor Morales- sabemos lo que significa la desesperación y la desesperanza de 
gente que no logra entender cómo, habiendo un grupo de trabajadores en condiciones similares, no les son reconocidos los 
mismos derechos. Esto también lo decimos en la documentación y pensamos que es lo que debe primar por sobre todas las cosas. 
Aclaro que no estamos lesionando a nadie ni es nuestra intención hacerlo, pero creemos que, por encima de todo, debe primar el 
derecho. 


El tema de la interpretación de las leyes debe corresponderle a los parlamentarios, que son quienes las elaboran y hay gente que 
verdaderamente se prepara para dar su opinión al respecto; pero, evidentemente, aquí existen tres problemas que debemos 
definirlos de a uno, porque creemos que al elaborar las leyes se debe tener la suficiente claridad como para que esto no dé lugar a 
confusiones. Además, se debe compatibilizar el tema de los plazos para presentarse -que son muy exiguos- con una información 
adecuada y amplia, de manera que no quede nadie sin saber que puede ser amparado en un derecho determinado. Por supuesto, 
este no es el papel del Senado ni del Parlamento en sí, sino que se trata de un rol de la administración pública, respetando lo que 
son los derechos adquiridos de los ciudadanos. 


Quiero dejar constancia de que pretendimos que esta documentación fuera elaborada con mejor orden; sin embargo, se han 
trasladado algunos errores de concepto, seguramente debido a que quien la realizó no conocía determinadas nominaciones que 
nosotros marcamos. Reitero, entonces, que se cometieron errores, en algunos casos ortográficos y en otros de concepto, que los 
iremos salvando en cada una de las instancias que vayamos abordando. 


Como ya dije, venimos aquí a presentar tres problemas; plantearemos los que tienen que ver con las situaciones aún no resueltas 
de los compañeros del ex Frigorífico Nacional, así como también de los compañeros de los ex Frigoríficos Artigas y Castro que, 
como decía hoy, no quedan solamente limitadas al tema de la Ley N* 17.061. Hablaremos, también, de una persona que, 
habiéndose amparado en la Ley N* 16.194 -lamentablemente, por error, este expediente no fue incorporado a la documentación, 
pero allí podíamos demostrarlo- fue objeto de más de sesenta trámites desde noviembre de 1999 hasta hace un par de meses; 
luego de haber alertado a un Director se corrigió eso y entonces pasó al marco de definición jurídica que corresponde. Es el caso 
de ese compañero que está amparado por la Ley N* 16.194 y que aún no ha tenido resolución al respecto. Estamos hablando de 
una ley sancionada hace once años. 


En lo relativo a los problemas que tienen que ver con el reconocimiento de una documentación fundamental en base a lo que es la 
historia laboral -que la Comisión Interventora Liquidadora de EFCSA tiene en sus manos- decimos que es totalmente insuficiente y, 
en definitiva, eso es lo que ha detenido el reconocimiento de derechos, porque la prueba testimonial y personal ha sido 
desestimada. 


El tercer problema es el que aparece en la última hoja y es el de estos trabajadores de carga y descarga del hangar 10, que por la 
Ley N* 13.912, de 1970, fueron amparados en el registro de la Caja de Compensaciones por Desocupación de la Industria 
Frigorífica. Esta Ley obligaba a las empresas de las que dependían, y estos compañeros estaban dependiendo laboralmente de las 
empresas que trabajaban para los frigoríficos del interior en este hangar 10, pero no eran directamente funcionarios de frigoríficos. 
Sin embargo, en razón de los argumentos que en aquel momento volcaron, fueron recogidos por la Caja de Compensaciones del 
interior. Además, su trabajo fue disminuyendo a partir del decreto 280 ó 281, del año 1979, que en un momento le quitó a las 
empresas frigoríficas el respaldo financiero del Poder Ejecutivo, y en esa inactividad forzada que se crea, también estos 
compañeros ven reducido el marco de actividad y deben respaldarse aún más en el subsidio de la Caja de Compensaciones. Pero 
en 1980 ó 1981 el Poder Ejecutivo cierra la Caja de Compensaciones y esta gente queda sin todo el respaldo que en su 
oportunidad había tenido. 


Esto, que conocen algunos señores Senadores y en su momento fue puesto también en conocimiento del señor Presidente de la 
Comisión, evidentemente está requiriendo de una ley. Estos compañeros, en determinada circunstancia, pensaron que la Ley N* 
17.061 podía ser idónea para ampararlos, pero en el momento en que se le dio el carácter interpretativo, evidentemente, quedaron 
sin la posibilidad de concretar ese sueño. 


Esto es algo sobre lo que hoy volcamos nuestra versión para decir que existe una responsabilidad; obviamente, la misma es 
común, no estamos planteando que sea directamente de la Comisión. Sin embargo, apostamos a que, por el relacionamiento que 
cada uno de los representantes políticos tiene en sus Partidos, puedan generarse las condiciones para que esta gente, que desde 
hace muchos años quedó sin amparo, pueda llegar a tenerlo en un momento dado. 


Estas son, en general, las razones de justicia que estamos planteando. 


A fin de corregir alguno de los errores que he mencionado que existían, pido que tomen la documentación en la que hablamos de la 
situación de los trabajadores de los ex Frigoríficos Artigas, Victoria y Castro y, en la siguiente hoja, que es la del final de la 
argumentación, donde dice "considerando", arriba de todo, debe decir: "No estamos considerando situaciones de un pasado 
reciente". Otros errores son, simplemente, de orden gramatical y no es del caso corregirlos. 


SEÑOR MORALES.- Desgraciadamente, el tiempo es poco para poder describir las tragedias relacionadas con este tema, que se 
suman a las tragedias generales a las que nos referimos anteriormente y que padecen los jubilados y pensionistas de nuestro país. 


Tal como los señores Senadores recordarán, hace treinta o cuarenta años la industria de la carne era una industria floreciente, 
básica para el país. Los trabajadores de la industria frigorífica se sentían bien por trabajar allí ya que no sólo enriquecían al país, 
sino que le daban una vida digna a sus familias y a ellos mismos. O sea que si bien nos sentíamos felices cuando éramos 
trabajadores de la industria frigorífica, hoy somos muy desgraciados al ser jubilados de esta industria. En aquellos tiempos 
suponíamos que, de acuerdo con el bienestar que teníamos, nuestra vejez sería digna y tranquila, pero no es así. 


Los documentos que mi compañero acaba de entregar demostrarán que los trabajadores de aquella industria frigorífica que le dio 
tantas riquezas al país y bienestar a sus trabajadores, esos hombres y mujeres que gestaron esa riqueza, hoy padecen situaciones 
crueles. Les pido que tomen esta palabra en su real sentido, pues además de sufrir los problemas generales, se le suman los 
específicos. Encontrarán que, a causa de una ley interpretativa o, mejor dicho, por no aplicar aquella de la que ésta es 
interpretativa, hay cientos y cientos de personas de entre 60 y 70 años a quienes no se les reconocen los derechos jubilatorios, 
diciéndoseles que no tienen derecho a la jubilación. Tal como indicamos en el memorándum que antecede el escrito, por diversas 
causas, estas personas ni siquiera podrán acogerse al triste beneficio de una pensión a la vejez, porque para eso en este país hay 
que ser un paria total, no hay que tener hermanos ni hijos, no hay que tener absolutamente nada; es más, prácticamente no hay 
que existir. Repito que eso es lo que le va a pasar a muchos hombres y mujeres que enriquecieron al país trabajando para la 
industria frigorífica, porque no se aplicó la Ley N* 16.124 y hoy se dice que la Ley N* 17.061 es interpretativa. Es así que, fríamente, 
en la Sala de Abogados del Banco de Previsión Social y en las sesiones del Directorio se vota en contra de esas personas que hoy, 
con 60, 65 ó 70 años, no tienen a dónde ir, no tienen nada, ni siquiera una jubilación o pensión, después de haber trabajado toda su 
vida, después de haber entregado su trabajo al servicio del país. Por ello les pedimos sensibilidad; no sabemos qué es lo que 
pueden hacer, pero suponemos que pueden conversar con el Directorio o citarlo para preguntarle qué es lo que sucede. 


Por otra parte, es tal la burocracia que hay un retraso de un año o más en los trámites que hacen nuestros compañeros; ni siquiera 
es más rápido para contestarles que no. ¿Por qué no lo hacen rápidamente y terminan con esa refinada crueldad? Y hablo de un 
año para no decirles que demoran un año y medio y hasta dos. Como prueba de ello, contamos con el testimonio de un compañero 
-lamentablemente no lo trajimos- que cobra $ 999 mensuales, porque para poder jubilarse lo tuvo que hacer por invalidez, y hoy 
quiere hacer la recomposición de su jubilación al amparo de las leyes citadas y lo tienen en vueltas desde el año 1999, sin 
contestarle ni que sí ni que no. Esta persona no se quiere morir sin saber qué pasará, es decir, si logrará la recomposición de su 
cédula jubilatoria o no. Ya han transcurrido tres años y es cruel hacer sufrir tanto a la gente. 


Por lo tanto, les pedimos -los trabajadores de los ex Frigoríficos Castro y Artigas- que estudien la profusa documentación que les 
hemos entregado y que convoquen al Directorio del Banco de Previsión Social para que nos dé una solución, por sí o por no, pero 
que se termine con esa crueldad. 


Con respecto a los trabajadores del ex Frigorífico Nacional, los señores Senadores saben que fue cerrado por el decreto N* 1410 
de 1978, durante la dictadura. Allí trabajábamos 3.000 personas. Si bien una parte muy pequeña -los que éramos trabajadores 
mensuales u otros asimilados- fuimos redistribuidos en la Administración Pública, el grueso de los trabajadores, que eran 
jornaleros, quedaron en la calle. De la noche a la mañana se quedaron absolutamente sin nada; muchos de ellos, recomendados, 
no podían conseguir trabajo, y otros que sí podían conseguirlo, no lo obtenían porque no había. A quienes fuimos redistribuidos de 
alguna manera se nos reparó, porque no interrumpimos la relación laboral con el Estado; continuamos trabajando y seguimos 
percibiendo un sueldo. Tal como señalamos, tuvimos nuestros perjuicios porque debimos aprender a trabajar nuevamente y 
pasamos por enfrentamientos porque teníamos muy buenos sueldos, producto de las luchas que habíamos desarrollado cuando 
pertenecíamos a la industria frigorífica. Pero acá hablamos del drama de hombres y mujeres que no pudieron acogerse a los 
beneficios de la Ley N* 15.783 porque no comprendía a los trabajadores del ex Frigorífico Nacional. 


Después de una lucha muy difícil -porque estábamos diseminados por todos lados- conseguimos la aprobación de cuatro leyes - 
con las que muchos de los señores Senadores estuvieron de acuerdo- con los mismos beneficios que la Ley N* 15.783, y que 
amparaban a los 3.000 trabajadores de dicho Frigorífico. Incluso, pudimos jubilarnmos hasta aquellos que habíamos sido 
redistribuidos. 


¿Qué es lo que pasa? El Banco de Previsión Social no respetó lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley N* 15.783, que se extendía a 
las otras cuatro leyes y que determinaba que la pasividad debía pagarse a partir del mes de noviembre de 1985, fecha en que se 
derogó la Ley N* 15.783. Fue así que se comenzó a pagar la jubilación -sin reconocer la retroactividad- a medida que iban 
acogiéndose a ese beneficio; esto fue a partir del año 1994. Nosotros reclamamos que se nos ampare según lo que establece el 
artículo 18, y siempre, en todos los casos, el Banco de Previsión Social nos respondió que no correspondía. Rechazó la solicitud y 
los recursos que interpusimos. 


Finalmente, nos dirigimos al Tribunal de lo Contencioso Administrativo y, como era de justicia, se reconoce el derecho al cobro de 
esa retroactividad. ¿Saben lo que hizo el Banco de Previsión Social? Este Banco tiene como política que ninguna de las deudas se 
pague con el salario actualizado, sino con un salario histórico. En este caso, se produjo una estafa -y decimos "estafa" porque es 
así, no tiene otro nombre- y a cuarenta y dos trabajadores que ganaron el juicio -y seguramente se extenderá a los otros, cuyos 
juicios están en proceso- ni siquiera se les reconoce el salario histórico. Entonces, personas que habían hecho cálculos y que 
pensaban cobrar entre $ 60.000, $ 70.000 u $ 80.000, hoy la Caja les comunica que recibirán entre $ 2.000 y $ 2.500. Esto no 
termina aquí, es más refinado. ¿Saben cómo les pagarán esas sumas? Lo harán en doce cuotas, tomando a los ex trabajadores de 
la industria frigorífica como conejillos de indias, porque hasta ahora el Banco de Previsión Social nunca había pagado sus deudas 
en doce cuotas. Nosotros nos preguntamos hasta cuándo los trabajadores de la industria frigorífica -y los jubilados en general- 
vamos a seguir sufriendo. Alguien tiene que poner coto a esta situación. 


También nos enfrentamos a problemas en el retraso de los trámites, tal como lo señalamos anteriormente, pero en algunos casos ni 
siquiera se reconoce el derecho jubilatorio. Por ejemplo, tenemos el caso del compañero Carlos Hernández Bracco y de otro que 
había sido dirigente sindical, quien fue redistribuido a la Administración Pública en el año 1994 y que era el hombre que escribía a 
máquina con más velocidad -lo hacía entre ochenta y ochenta y cinco palabras por minuto- en todo el país, en aquellas viejas 
Remington. 


El último Presidente del Directorio del Frigorífico Nacional, que después fue Presidente de la Comisión Interventora, el señor 
Bernardo Ferreira Avila, reconoció la capacidad de este hombre y solicitó su reintegro, pero al jefe de personal le cayó mal esta 
decisión porque había sido él quien lo había trasladado. Entonces le dijo a este funcionario que en cuanto terminara la Presidencia 
del señor Ferreira Avila, no iba a trabajar ni un día más allí. Así ocurrió: al día siguiente de terminado el período de este Director, le 
dijo que si lo veía en la oficina lo iba a hacer echar por las Fuerzas Conjuntas. Estamos hablando del año 1977, época de terror 
tremendo en el país, por lo que el compañero se asustó y no fue más a trabajar. Cuando fue a reclamar su jubilación, hace tres o 
cuatro años, le dicen que en su legajo consta que ya había renunciado, pero cuando solicitó ver la firma, ésta no existía. Lo que 
pasa es que él renunció compulsivamente. 


La ley N* 15.783 y sus extensiones especiales para los trabajadores del Frigorífico Nacional, lo toman como renuncia compulsiva, 
pero acá se desconoce el derecho de este compañero y se le niega la solicitud de jubilación. El recurre esta resolución y se le 
vuelve a negar, pero lamentablemente no puede ir al Contencioso porque no posee medios. Si los señores Senadores desean 
conocer a esta persona, la podrán ver en Tres Cruces donde duerme todas las noches. Todavía no ha cometido ningún disparate 
porque aún le queda un hilo de esperanza de que se le reconozcan sus derechos. No había podido entrar el expediente en el 
Contencioso porque hay que pagar un timbre que sale alrededor de quinientos pesos que, como ya dije, no tiene. Pero gracias al 
doctor Cassinelli Muñoz que, en un rasgo de humanidad le pagó el primer timbre, pudo ingresarlo. Le estamos pidiendo al 
Directorio que conteste la resolución, aunque sea con una denegatoria ficta, porque el Banco de Previsión Social tiene la obligación 
de contestar Asimismo le solicitamos que, por favor, se apiade de este hombre y le reconozca sus derechos. Nosotros apelamos a 
ustedes, para que hablen con sus correligionarios en el Directorio del Banco de Previsión Social -quedan muy pocos días para que 
manden el expediente al Contencioso y después no hay vuelta- acerca del compañero Carlos Hernández Bracco -lamento no tener 
el número de expediente- para que tengan un gesto de humanidad y no se lo condene a que le suceda cualquier cosa en un tiempo 
cercano. 


Con total respeto, pero con firmeza, pedimos a los señores Senadores que no suceda lo mismo que pasó con nuestra visita 
anterior. Sabemos que es limitado lo que ustedes pueden hacer, porque no tienen injerencia directa en las cuestiones del Banco de 
Previsión Social, pero como Poder del Estado les pedimos que investiguen por qué suceden estas cosas y por qué se les niega sus 
derechos a cientos de hombres y mujeres que dejaron la vida al servicio de este país. De continuar este problema, seguramente se 
van a convertir en parias -algunos ya lo son- porque si no les sale la jubilación, sus hijos y nietos no se podrán hacer cargo de ellos 
porque tampoco tienen trabajo. Hay que ir al Cerro y a La Teja, donde vive esta gente, y ver cómo viven. Alguna solución tenemos 
que encontrar. Nuestra Asociación se ha caracterizado por trasladar la responsabilidad que siempre hemos tenido para este tipo de 
reclamos. No reclamamos por el simple hecho de hacerlo, ni reclamamos cualquier cosa, bregamos por los derechos adquiridos por 
leyes que muchos de ustedes votaron, que se están violando o incumpliendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a la industria frigorífica nos han agregado material que los señores Senadores queremos 
estudiar. Se trata de tres casos diferentes a los que se les puede agregar alguno más, planteado en forma individual, proveniente 
del interior del país, conocidos por algunos integrantes de la delegación que hoy nos visita. Esto ya fue planteado con mucho calor 
por el ex Senador e Intendente, hoy desaparecido, el señor Carminatti. 


Para que vean la complejidad de los casos que tendremos que estudiar con mucha minuciosidad, debo decir que, en su momento, 
cuando se votaron las leyes interpretativas, el Banco de Previsión Social interpretó que esos derechos eran para las personas que 
debieron presentarse en aquella circunstancia, es decir, a los 120 días para los que estaban en el país y a los 180 para los que se 
encontraban en el exterior. En muchos casos, se dio la circunstancia de que cuando se presentaron les dijeron que no les 
correspondía el derecho. Acá hay un elemento adicional y, aunque se aplicara en su totalidad, podría generarse la situación de que 
el que se presentó hoy tuviera derecho si el Banco de Previsión Social tomara la interpretación más favorable y, por otro lado, 
estaría el caso de los que no se presentaron porque les dijeron que no les correspondía, y que no tendrían derecho, habiendo 
trabajado en el mismo lugar con igual antiguedad, salario y desempeño. Quiero que entiendan que, incluso aplicándose la 
normativa más favorable, hay un problema adicional que habría que subsanar, si es que se hacen los acuerdos políticos 
correspondientes. 


Por lo tanto, hay que estudiar esto muy atentamente, porque no es un tema fácil. Al respecto, la señora Senadora Arismendi nos 
dijo al señor Senador Correa Freitas y a quien habla, que si hubiera voluntad política, tendríamos que encontrar una solución al 
problema. Este no es un tema que vamos a debatir acá, delante de ustedes, pero hay que solucionarlo de una vez por todas y no a 
través de leyes interpretativas que dejan a mucha gente a mitad camino. 


SEÑOR GARATEGUY.- Quiero agregar algo que tiene que ver con un compromiso ético que tenemos, en el sentido de no habilitar 
situaciones sobre las que no sepamos que han cumplido las exigencias de la ley. 


No soy del Cerro, pero como he vivido mucho allí, conozco a todos y sé que no va a haber respaldo para ninguna "bandideada". 
Pero hay algo concreto, es difícil que alguien que se haya enterado y que teniendo el requisito de contar con cincuenta años 
cumplidos al año 1991, no se haya presentado al Banco de Previsión Social. Acá hay que separar la realidad de la gente que 
trabajaba efectiva, de la que era jornalera y considerar estos aspectos. Por eso nosotros queremos que se conozca la historia de 
aquél momento y no lo que sucede ahora. 


Aprovecho para agradecer a los señores Senadores por habernos recibido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agrego a esto, la situación de los funcionarios del hangar 10, porque si interpretamos que dependían en 
todo de la responsabilidad pública, aunque no tenían una dependencia jurídica "strictu sensu", y si se los asimila al tema de 
empleado público o al de la legislación comparable, sería una cosa y de lo contrario, sería otra. Notoriamente fueron perjudicados 
por la Administración y por las decisiones de la dictadura que, en ese momento, dejaron sin trabajo y respaldo a una cantidad de 
familias. El señor Garateguy hablaba de una ley, pero habrá que estudiar de qué manera se garantiza que las cosas sean claras, 


porque uno de los problemas que hemos tenido es que las leyes dejan ciertos bolsones; entonces, todos creemos que se 
resolvieron las cosas -reitero que si hubiera voluntad política- pero luego el Banco de Previsión Social le da su interpretación, de 
total buena fe y la voluntad del Legislador termina desvirtúandose porque no se logra llegar a lo que había sido la voluntad inicial. 
Me parece que hay que tomar al toro por las guampas y si hay voluntad se debe resolver, pero tiene que quedar claro. Lo que no 
puede suceder es que se vote una ley y dentro de un año, volvamos a encontrarnos con las mismas caras porque no hay una 
resolución clara al respecto. 


SEÑOR MORALES.- Hay un elemento que está perjudicando notoriamente a los ex trabajadores de los frigoríficos Artigas y 
Victoria. Se trata de un informe -y aquí le vamos a pedir una mano a nuestro querido amigo, el doctor Correa Freitas- que elaboró la 
Oficina Nacional del Servicio Civil y que ahora se toma como base para negarle los derechos jubilatorios a los compañeros de esos 
establecimientos. Estamos por solicitar una entrevista con el señor Marichal, que es el Director de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, pero también vamos a apelar a la memoria del señor Senador Correa Freitas para que nos dé una mano en esto. 


Con respecto a la complejidad de la que hablaba el señor Presidente, podemos decir que no nos cabe ninguna duda de que las 
cosas se ajustan a Derecho. Entendemos que la ley hay que respetarla -somos totalmente respetuosos de la ley- y jamás 
incurriríamos en una violación de ella porque sabemos que cuando se viola una, se pueden llegar a violar todas. Vuelvo a reiterar 
que no nos cabe ninguna duda del derecho que le asiste a los compañeros. Sin embargo, nos parece que cuando se meten en el 
medio estas complejidades leguleyas habiendo tanta gente perjudicada, tiene que jugar el factor humanidad; humanidad para gente 
a la que no le queda mucho tiempo para esperar ya que, seguramente, muchos se van a morir. 

SEÑOR RODRIGUEZ.- Escuché al señor Presidente hablar sobre el problema interpretativo, que a veces se vuelve un poco 
complicado. Voy a reafirmar una experiencia propia que nosotros vivimos. Como metalúrgicos, en el año 1962 tuvimos 11 meses de 
huelga contra Aluminio del Uruguay y el problema se resolvió a través de una bolsa de trabajo. En 1968, logramos una 
interpretación de la Sala de Abogados del Banco de Previsión Social por la que se consideró que todos los trabajadores que 
estábamos en la bolsa, nos encontrábamos a la orden para tener que ir a trabajar donde se nos mandara. Por consiguiente, se 
consideraba que estábamos en actividad y no podíamos realizar ninguna otra tarea. Junto con nosotros -éramos más de 200 los 
trabajadores de Aluminio del Uruguay- se incorporó la gente de ATMA y luego la de Roberto Miles y de algunas textiles. Mediante 
esa interpretación de la Sala de Abogados del Banco de Previsión Social -en aquel tiempo, Caja de Jubilaciones- todos logramos 
jubilarnos, sin que tuviera que existir una ley. Por tanto, el hecho de encontrarse a la orden y si no se puede desarrollar otra 
actividad, hace que esa gente sea dependiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero agradecer toda la documentación que nos han dejado. El problema nos preocupa, aunque aquí no 
estamos discutiendo la justicia o no, sino cómo podemos ayudarlos. Ustedes saben que el tema es complejo porque, si no lo fuera, 
no estarían acá y el problema ya estaría resuelto. 


Por último, sólo me resta decirles que quedamos a las órdenes y nos mantendremos en comunicación. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 50 minutos) 
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